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Resumen: El Caso Radio Caracas Televisión (RCTV) es uno de los más in-
sólitos que muestra el elenco de decisiones dictadas por la Sala Constitucio-
nal del Tribunal Supremo de Justicia, durante los últimos años, en contra de 
la Constitución, del Estado de derecho y de los derechos humanos. En este 
caso, la Sala Constitucional, de oficio, es decir, sin que parte alguna se lo 
hubiese requerido y por tanto sin garantizar el debido proceso, decidió con-
fiscar bienes de propiedad privada, asignándoselos “en uso”, sine die, a un 
ente estatal, con lo que además, aniquiló el medio de comunicación plural te-
levisivo más antiguo del país. Lo grave de la decisión es que una similar no 
hubiese podido ser dictada ni siquiera por el Legislador y menos por el Eje-
cutivo, pues hubieran podido ser impugnadas por inconstitucionalidad ante 
el juez constitucional. En cambio, siendo dictada por el propio juez constitu-
cional, la misma resultó impunemente inimpugnable.  
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VI. REFLEXIÓN FINAL 

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela con la complici-
dad de la Sala Político Administrativa del mismo Tribunal, en mayo de 2007, de nuevo, en 
lugar de proteger los derechos constitucionales de las personas, han conspirado como instru-
mentos controlados por el Poder Ejecutivo, para secuestrarlos y violarlos. El más alto nivel 
del Poder Judicial, así, ha lavado y avalado las arbitrariedades gubernamentales cubriéndolas 
con un velo de judicialidad, tal como ha ocurrido en el caso del cierre de la más importante 
estación de televisión del país, por cierto crítica al gobierno del Presidente H. Chávez (Radio 
Caracas Televisión, RCTV).  

En ese caso, la conspiración judicial ha tenido por objeto aniquilar la libertad de expre-
sión del pensamiento plural y decretar impunemente la confiscación de bienes de propiedad 
privada, que ni el Ejecutivo ni el legislador podían hacer por prohibirlo la Constitución (art. 
115), en ambos casos, violando expresas disposiciones constitucionales pero con el agravante 
de que los conspiradores en este caso, han actuado impunemente, porque saben que sus ac-
tuaciones no pueden ser controladas. 

En efecto, en varias decisiones judiciales dictadas en mayo de 2007, en lugar de contro-
lar las sucesivas arbitrarias e inconstitucionales amenazas y decisiones del gobierno de no 
renovar la concesión de uso del espacio radioeléctrico que la empresa RCTV tenía desde hace 
más de medio Siglo, no sólo el Poder Judicial rehusó sistemáticamente efectuar control algu-
no de las actuaciones del Poder Ejecutivo, sino que como dócil instrumento del gobierno, 
validó el cierre del canal de televisión, avalando el atentado que ello significó a la libertad de 
expresión y, además, como la entidad estatal (Fundación TEVES) que creó el gobierno para 
sustituir a RCTV no estaba en capacidad de transmitir efectivamente una señal de televisión 
con cobertura nacional, decidió, incluso en un caso, de oficio, y peor, que como si fuera 
gobierno arbitrario, confiscar los bienes de la empresa RCTV que cesaba en su actividad; 
asignándoselos “en uso temporal” indefinido y gratuito a la entidad oficial que comenzó a 
transmitir la señal de televisión en el mismo espacio radioeléctrico. 

Para entender semejante atropello a la Constitución y a los derechos constitucionales de 
RCTV, cometido por el órgano judicial encargado de garantizar su supremacía, es convenien-
te hacer referencia a los antecedentes del caso, así como a las acciones judiciales que se in-
tentaron buscando infructuosamente la respuesta del Poder Judicial en protección de legíti-
mos derechos constitucionales que en este caso habían sido violados. 

I.  ANTECEDENTES 

Las actividades privadas en materia de telecomunicaciones, en especial de las audiovi-
suales, se realizan en Venezuela conforme a un régimen jurídico que regula tanto las activi-
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dades de telecomunicaciones en si mismas, como el uso de bienes del dominio público, cuan-
do ello se requiera para la realización de aquellas. En ambos casos, las transformaciones del 
mundo contemporáneo en la materia, han provocado una evolución de dicho régimen jurídico 
de las telecomunicaciones que se ha caracterizado por las siguientes orientaciones: 

En cuanto a la regulación de las actividades de las telecomunicaciones en sí mismas, 
el régimen jurídico de las mismas, en las últimas décadas, muestra una evolución en cuanto al 
grado de intervención del Estado, que ha pasado de constituir una actividad que hasta el 
último tercio del Siglo XX siempre y en general había sido considerada como una actividad 
reservada al Estado, en la mayoría de los casos con la categorización de servicio público, y 
que en algunos casos excluía toda actividad privada en las mismas; a la actividad de interés 
general de la actualidad, en la cual los particulares tienen derecho a realizar las activida-
des, aún cuando sometidos a cierto control por parte del Estado mediante el cual se los auto-
riza o habilita a desarrollarlas.  

En cuanto a la regulación del uso del dominio público para las actividades de tele-
comunicaciones la evolución del régimen relativo a su regulación ha pasado de ser, uno que 
por ejemplo, sólo se refería a la utilización del dominio público terrestre, aéreo y marítimo 
para la prestación de servicios de telecomunicaciones mediante la instalación de cables (sub-
terráneos, aéreos y marítimos); a la regulación contemporánea adicional, del uso del bien del 
dominio público denominado espectro radioeléctrico para trasmitirlas por ondas. 

El cambio efectuado en relación al régimen de las actividades de telecomunicaciones 
ocurrió en Venezuela con la Ley Orgánica de Telecomunicaciones de 2000 que estableció el 
principio de la libertad económica de las telecomunicaciones, eliminando la reserva de las 
mismas que antes tenía el Estado e incluso la misma denominación de “servicios públicos” de 
las mismas que disponía la vieja Ley de Telecomunicaciones de 1941. 

Conforme a la nueva Ley, las actividades relativas a las telecomunicaciones pasaron en-
tonces de ser actividades públicas que estaban reservadas al Estado, a actividades privadas 
realizadas por los particulares en ejercicio del derecho a la libertad económica (Art. 112 de la 
Constitución), en concurrencia con el Estado. En otros términos, incluso si algunas de dichas 
actividades de telecomunicaciones pudieran considerarse como servicios públicos, lo impor-
tante es que no se trata de servicios reservados al Estado los cuales, por tanto, pueden ser 
desarrollados libremente por los particulares, sujetos sólo a autorizaciones o habilitaciones 
administrativas. En realidad, la Ley Orgánica sólo estableció una reserva al Estado que ha 
quedado reducida a “los servicios de telecomunicaciones para la seguridad y defensa nacio-
nal” (Art. 8). 

Tratándose entonces en general de actividades no reservadas al Estado, el artículo 1º de 
la Ley Orgánica precisa que el objeto del marco de su regulación es “garantizar el derecho de 
las personas a la comunicación y a la realización de las actividades económicas de teleco-
municaciones para lograrlo, sin más limitaciones que las derivadas de la Constitución y las 
leyes“. 

La consecuencia de esta liberalización del régimen de las telecomunicaciones fue la 
previsión de que para su ejercicio por los particulares, sólo se requiere de la obtención previa 
de la correspondiente habilitación administrativa y, de ser necesaria, la concesión de uso y 
explotación del espectro radioeléctrico, en los casos y condiciones que establece la ley, los 
reglamentos y las Condiciones Generales establecidas por la Comisión Nacional de Teleco-
municaciones CONATEL (art. 5). Con ello, se insiste, respecto del régimen de las activida-
des de telecomunicaciones, la Ley Orgánica eliminó la reserva al Estado y el régimen general 
de concesiones (salvo por lo que se refiere al uso del dominio público del espectro radioeléc-
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trico), sustituyéndolo por un régimen de libertad económica sólo limitada por la naturaleza de 
las actividades al ser de interés general, exigiéndose la obtención, para su realización, de una 
autorización administrativa.  

Dado el cambio radical del régimen de las telecomunicaciones que pasó de la reserva al 
Estado, la calificación de las mismas como servicios públicos y su ejercicio mediante conce-
siones administrativas, hacia un régimen de concurrencia en los que los particulares tienen 
libertad económica; la calificación de las actividades como de interés general y su ejercicio 
mediante de habilitaciones o autorizaciones administrativas, condujo a la Ley Orgánica esta-
blecer en sus disposiciones transitorias, un régimen de transformación de las antiguas conce-
siones y permisos otorgados de conformidad con la legislación anterior, en las habilitaciones 
administrativas, concesiones u obligaciones de notificación o registro establecidos en la nue-
va Ley Orgánica (art. 210), basándose todo el régimen en el principio del respeto de los dere-
chos adquiridos y en la adaptación de las viejas concesiones a la habilitaciones administrati-
vas y concesiones previstas en la nueva Ley.  

Esa transformación se reguló en la Ley Orgánica, con carácter obligatorio, y en el pro-
cedimiento administrativo para lograrla se hizo participar a los interesados a cuyo efecto 
fueron llamados a solicitar la transformación de sus títulos jurídicos dentro de un plazo que 
estableció CONATEL (art. 210,7). Dicho procedimiento, que debía estar regido por los prin-
cipios de transparencia, buena fe, igualdad y celeridad (art. 210,1), debía necesariamente 
concluir en el lapso de dos años siguientes a la publicación de la Ley, con un acto administra-
tivo de trasformación dictado por CONATEL, en el cual se debía sustituir la concesión o 
permiso inicial por una habilitación administrativa y concesión conforme a la nueva Ley. La 
transformación no debía implicar el otorgamiento de más facultades para la prestación de 
servicios al público, que las que al momento tenían los operadores de telecomunicaciones de 
conformidad con sus respectivos títulos jurídicos (art. 210,3). La Ley dispuso, además, ex-
presamente, que “mientras ocurre la señalada adecuación, todos los derechos y obligaciones 
adquiridas al amparo de la anterior legislación, permanecerán en pleno vigor, en los mismos 
términos y condiciones establecidas en las respectivas concesiones y permisos (Art. 210). 

Conforme a esta previsión, RCTV solicitó oportunamente la transformación, la cual 
nunca fue decidida por el Estado, con lo cual siguió operando conforme a su vieja concesión 
la cual tenía una duración de 20 años, de acuerdo a lo establecido directamente en el Decreto 
Nº 1577 de 27-05-1987 (artículos 4 y 1º), concluyendo el 27-05-2007; oportunidad en la cual 
RCTV en virtud de la abstención de la Administración de transformar la concesión, tenía el 
derecho preferente conforme al Decreto 1577, de que se le extendiera la concesión por otro 
período de 20 años (artículo 2). 

El Estado venezolano, sin embargo, por manifestaciones directas del Presidente de la 
República, del Ministro de la Comunicación e Información, el Ministro de Telecomunicacio-
nes e Informática y de la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, desde finales de 2006 
difundió en forma pública que RCTV cesaría de transmitir su señal de televisión el día 27 de 
mayo de 2007, cuando venciera la vieja pero vigente concesión que tenía. Al inicio, la razón 
de la medida anunciada fue neta y exclusivamente política, lo que era contrario a la Ley, y al 
final, las amenazas se convirtieron en actos administrativos concretos conforme a los cuales 
se habría decidido no renovar la concesión a la empresa, porque el Estado había decidido 
utilizar el espacio radioeléctrico que RCTV tenía asignado desde hace cinco décadas, para 
establecer una televisión de servicio público estatal. RCTV tenía derecho a la renovación, 
pues conforme al régimen de liberalización de las telecomunicaciones dispuesto en la Ley 
Orgánica de 2000, la renovación de los actos de habilitación no es el resultado de decisiones 
administrativas discrecionales sino regladas, a la cual tienen derecho los titulares de las mis-
mas si se verifican los supuestos para su procedencia. 



ESTUDIOS 

 

11 

II. DE CÓMO EL JUEZ CONSTITUCIONAL RENUNCIÓ DELIBERADAMENTE A 
PROTEGER LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y OTROS DERECHOS CONSTITU-
CIONALES ABIERTAMENTE AMENAZADOS DE SER VIOLADOS POR EL JEFE 
DE ESTADO Y SUS SUBORDINADOS  

Ante la arbitrariedad que se venía anunciando, el 9 de febrero de 2007 la empresa 
RCTV, sus directivos, sus periodistas y sus trabajadores intentaron ante la Sala Político Ad-
ministrativa del Tribunal Supremo una acción de amparo contra la amenaza de violación de 
sus derechos constitucionales por parte del Presidente de la República y el Ministro del Poder 
Popular para las Telecomunicaciones y la Informática, al haber declarado pública y reitera-
damente, fundándose en motivaciones políticas (todo lo cual llegó incluso a recopilarse y 
publicarse en un Libro Blanco editado en marzo de 2007 por el Ministerio de Telecomunica-
ciones), la voluntad del Poder Ejecutivo de que a partir del 28 de mayo de 2007, RCTV deja-
ría de operar como estación de televisión abierta en VHF; amenaza que se consideró inmi-
nente, posible e inmediata, y mediante la cual el Jefe de Estado y sus subordinados violaban: 

“(i) la libertad de pensamiento y expresión garantizada por el artículo 57 de la Constitución 
República Bolivariana de Venezuela (…) y el artículo 13 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (…) (ii) el derecho al debido proceso, expresado en el derecho a la pre-
sunción de inocencia, el derecho a la defensa y el derecho a ser oído por una autoridad im-
parcial, garantizado por el artículo 49 de la Constitución y el artículo 8(2) de la Convención 
Americana y (iii) el derecho a la igualdad y la no-discriminación, garantizado por el artículo 
21 de la Constitución y el artículo 24 de la Convención Americana, todo de conformidad con 
el artículo 27 de la Constitución, en concordancia con los artículos 1, 2 y 5 de la Ley Orgáni-
ca de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales” (…)”. 

La Sala Constitucional, mediante sentencia Nº 920, EXP: 07-0197 de 17-5-2007 declaró 
inadmisible la acción, para lo cual comenzó por precisar que en materia de telecomunicacio-
nes, a juicio de la Sala, el órgano competente para pronunciarse en relación a la posible situa-
ción jurídica de la concesión que tenía RCTV, respecto del uso y explotación de un bien del 
dominio público como lo es el espectro radioeléctrico, era la Comisión Nacional de Teleco-
municaciones (CONATEL), razón por la cual consideró que la acción de amparo resultaba 
“inadmisible, toda vez que la lesión no es inmediata, posible y realizable por el ciudadano 
Presidente de la República Bolivariana de Venezuela Hugo Rafael Chávez Frías, en lo que 
respecta a la pretensión dirigida contra su persona como presunto agraviante”. La Sala, aquí, 
incurrió en su primer error de crasa ignorancia sobre las disposiciones de la Ley Orgánica de 
Telecomunicaciones, conforme a las cuales, en forma expresa, la competencia en materia de 
habilitaciones y concesiones para televisión corresponde al Ministro de Telecomunicaciones.  

Ahora bien, reducida la acción de amparo por decisión de la Sala sólo contra el Ministro 
y Presidente de CONATEL, la Sala Constitucional se refirió a dos actos administrativos 
dictados por el Ministro el 28 de marzo de 2007, después de que se había intentado la acción, 
contenidos en la Resolución Nº 002 y en el Oficio Nº 424, mediante los cuales se habría dado 
respuesta a la solicitud que había presentado Radio Caracas Televisión RCTV, C.A., el 24 de 
enero de 2007, en cuanto a la transformación y renovación de su concesión. En el último de 
dichos actos, el Ministro había indicado (“resuelto”) que:  

“la presente comunicación tiene carácter mero-declarativo, esto es, que no crea, modifica o 
extingue la situación jurídica respecto a la concesión de RCTV que se vence el 27 de mayo 
de 2007 a las 12 p.m. hora legal de Venezuela, por el transcurso del tiempo de vigencia esta-
blecido en el artículo 1 del Decreto Nº 1.577 contentivo del Reglamento sobre Concesiones 
para Televisoras y Radio Difusoras, lo cual incluye las frecuencias accesorias otorgadas a ni-
vel nacional para la explotación de la concesión cuya vigencia expira”. 
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Para la Sala Constitucional, este acto administrativo indicaba que había “cesado la cir-
cunstancia generadora de la presunta infracción constitucional en el presente caso”, pues 
conforme al artículo 6,1 de la Ley Orgánica de Amparo, “para que resulte admisible la acción 
de amparo es necesario que la lesión denunciada sea presente, es decir, actual”, concluyendo 
entonces que como:  

“el hecho denunciado como lesivo lo constituye una presunta omisión atribuida al Ministro 
del Poder Popular para las Telecomunicaciones y la Informática, sin embargo, durante la 
tramitación del proceso de amparo el presunto agraviante produjo la respuesta omitida, por lo 
que, desde el mismo momento en que se dictó el acto administrativo resolviendo la solicitud 
planteada, cesó la lesión denunciada por los quejosos”.  

En consecuencia, la Sala resolvió en este caso, que había sobrevenido “la causal de inad-
misibilidad prevista en el numeral 1 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Dere-
chos y Garantías Constitucionales, por haber cesado la presunta infracción constitucional 
denunciada”. Así, la Sala, deliberadamente, se rehusaba a proteger derechos constitucionales 
violados.  

Pero sin embargo, el juicio no concluyó allí, como era la lógica procesal, que implicaba 
el archivo del expediente, y la Sala Constitucional, luego de declarar inadmisible la acción, 
entró a formular consideraciones que nadie le había solicitado, indicando que en la Resolu-
ción Nº 002 dictada por el Ministro del Poder Popular para las Telecomunicaciones y la In-
formática el 28 de marzo de 2007, se había determinado: 

“declarar terminado el procedimiento administrativo iniciado según la solicitud formulada 
por Radio Caracas Televisión, en fecha 6 de mayo de 2002, relativa a la transformación de su 
concesión, por decaimiento del objeto de dicha solicitud. En consecuencia, dicha concesión 
se mantendrá en vigencia hasta su vencimiento el 27 de mayo de 2007, en aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 1 del Decreto Nº 1.577 contentivo del Reglamento sobre Concesiones 
para Televisoras y Radio Difusoras”. 

Por ello, a propia iniciativa, resolvió informarles a los solicitantes que la vía idónea para 
accionar en protección de los derechos constitucionales contra actos administrativos, era la 
acción contencioso administrativa, y como en el caso, RCTV, como era lógico, ya había 
intentado ante la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, el 18 de abril 
de 2007, el “recurso contencioso administrativo de nulidad conjuntamente con acción de 
amparo cautelar y medidas cautelares innominadas ante la referida Sala Político Administra-
tiva el 17 de abril de 2007, contra los actos administrativos contenidos en el Oficio Nº 424 y 
la Resolución Nº 002 dictados por el Ministro del Poder Popular para las Telecomunicaciones 
y la Informática el 28 de marzo de 2007”, concluyó que en el caso a RCTV también se apli-
caba la causal de inadmisibilidad prevista en el artículo 6,5 de la Ley Orgánica de Amparo. 
Respecto de los demás accionantes se les indicaba que podían “hacerse parte en el menciona-
do juicio a los fines de tutelar sus derechos e intereses”. 

En esta forma, la Sala Constitucional, en un juicio de amparo que se había intentado el 9 
de febrero de 2007, sólo vino a decidir sobre su admisibilidad el 17 de mayo de 2007, es 
decir, tres meses después, habiendo sido su deliberada inacción la que provocaría la sobrevi-
niencia de la causal de inadmisibilidad de la acción de amparo. De haberla decidido oportu-
namente, como se lo imponía la Constitución y los derechos reclamados, no habría habido 
motivos para declararla inadmisible. 

En todo caso, al declarar inadmisible la acción intentada contra la amenaza de violación 
de la libertad de expresión, y la lesión efectiva del derecho al debido proceso y a la defensa, 
pues se había decidido no renovar la concesión sin procedimiento previo alguno, el juez 
constitucional, después de ilegítimamente conspirar para provocar el surgimiento de alguna 
causal de inadmisibilidad, renunció a proteger la libertad de expresión plural en Venezuela.  
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III. DE CÓMO EL JUEZ CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO TAMBIÉN DELIBE-
RADAMENTE RENUNCIÓ A PROTEGER CAUTELARMENTE LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN Y OTROS DERECHOS CONSTITUCIONALES ABIERTAMENTE 
VIOLADOS POR CONATEL  

El 17 de abril de 2007, como se había reseñado en la sentencia antes comentada de la 
Sala Constitucional, efectivamente, RCTV, sus directivos, sus periodistas y empleados habí-
an interpuesto un recurso contencioso administrativo de anulación con solicitud de amparo 
cautelar y, subsidiariamente, medida cautelar innominada, contra los actos administrativos 
contenidos en Resolución Nº 002 y Oficio Nº 0424 ambas de fecha 28/03/07 dictadas por el 
Ministerio del Poder Popular para las Telecomunicaciones e Informática, antes mencionados, 
mediante los cuales se había resuelto declarar el decaimiento por falta de objeto de la solici-
tud formulada por RCTV en 2002, para la transformación de su título de concesión otorgado 
de acuerdo con la legislación anterior, en los títulos de habilitación para la prestación de 
servicios de telecomunicaciones y concesión para el uso y explotación del espectro radioeléc-
trico, de conformidad con lo previsto en el artículo 210 de la Ley Orgánica de Telecomunica-
ciones; así como la desestimación de las solicitudes presentadas por RCTV el 24 de enero de 
2007 para la renovación o extensión de la concesión para prestar el servicio de televisión 
abierta hasta 2027. 

Mediante sentencia Nº 00763, EXP: 2007-0411, de 23-05-2007 la Sala Político Admi-
nistrativa admitió “provisoriamente el recurso contencioso administrativo de nulidad incoa-
do” para entrar a conocer de la solicitud de amparo cautelar que se había formulado conjun-
tamente con la acción de nulidad, la cual declaró sin lugar, renunciando así la Sala Político 
Administrativa, también deliberadamente, a proteger los derechos constitucionales que se 
habían denunciado como violados, y que fueron el derecho a la libertad de pensamiento y 
expresión, consagrado en los artículos 57 de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela y 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues con las deci-
siones recurridas se impedía a los recurrentes difundir libremente ideas, opiniones, informa-
ciones, contenidos de entretenimiento, publicidad y propaganda mediante las frecuencias 
asignadas a RCTV, en todo el territorio nacional, así como también se restringía el derecho 
de expresión, la comunicación y la circulación de ideas y opiniones, lo que está prohibido en 
el artículo 13 de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión adoptada por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos; y además, la violación del debido proceso y 
de derechos de contenido patrimonial, como la propiedad y la libertad económica. 

Esta petición de amparo, tenía por objeto el que la Sala Político Administrativa ordenara 
al mencionado Ministro, que se abstuviese “de tomar cualquier medida que impida que 
RCTV siga funcionando como estación de televisión abierta en VHF en las frecuencias que 
venía operando en todo el territorio nacional” mientras se decidiera el recurso contencioso 
administrativo de nulidad y que, además, tomase “todas las medidas necesarias a los fines de 
que RCTV siga funcionando como estación de televisión abierta en VHF en las frecuencias 
que venía operando en todo el territorio nacional mientras se decide en forma definitiva esta 
demanda de anulación”. 

Sobre estas peticiones, la Sala Político Administrativa decidió con toda simpleza, como 
sigue: 

Sobre la violación alegada del derecho a la libre expresión del pensamiento, la Sala con-
cluyó que sólo “mientras dure la concesión” era que:  
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“los recurrentes podrán ejercer el derecho a la libertad de pensamiento y expresión emplean-
do la frecuencia radioeléctrica asignada a RCTV, C.A. bajo el título jurídico que deriva de la 
concesión; lo cual en modo alguno implica una presunta violación al referido derecho, toda 
vez que los recurrentes podrán dentro de la diversidad de los medios de difusión, exponer sus 
ideas, opiniones e informaciones”. 

Agregó además la Sala, con toda simpleza, como si ella lo creyera, que RCTV “tiene al 
igual que otros generadores de contenidos, la libertad de seguir ejerciendo dicho derecho a 
través de muchas otras formas de difusión, como lo serían los operadores de servicios de 
televisión por suscripción.” 

Y concluyó sobre la violación de este derecho en su ámbito social, esto es, el derecho de 
todos los miembros de la sociedad a recibir ideas, informaciones y opiniones, que  

“mediante los actos administrativos impugnados no se impide de manera alguna que la so-
ciedad venezolana pueda recibir ideas, opiniones, informaciones, contenidos de entreteni-
miento, publicidad y propaganda, habida cuenta de la existencia de muchos otros canales te-
levisivos y medios de comunicación social de propiedad privada –que son la mayoría de los 
existentes en el país– a través de los cuales se transmiten tales contenidos, dentro del contex-
to de un Estado democrático y social de derecho y de justicia, razón por la cual debe deses-
timarse la presunta violación alegada sobre este particular. Así se declara.” 

En cuanto a la violación del derecho al debido proceso, frente al alegato de que al 
haberse dictado los actos impugnados “tanto el Ministro como otros altos funcionarios del 
Ejecutivo Nacional, habrían anunciado públicamente con anterioridad a la emisión de los 
actos recurridos, la desestimación de la solicitud de “extensión y renovación” de la concesión 
a RCTV”, la Sala, simplistamente se limitó a considerar que para  

“evidenciar la supuesta violación a ser oído por una autoridad imparcial, sería necesario efec-
tuar un estudio minucioso de los actos administrativos impugnados así como de las actuacio-
nes de las autoridades mencionadas, y confrontarlos con los argumentos expresados por la 
parte actora y las normas de rango legal referidas por los recurrentes, lo cual sólo podrá rea-
lizarse en la oportunidad de la sentencia definitiva, pues le está vedado al Juez que conoce 
del amparo cautelar pronunciarse sobre la legalidad; por tanto, se desecha la denuncia en re-
ferencia. Así se declara.” 

En cuanto a la violación del derecho a la defensa, por la negativa del Ministro del Poder 
Popular para las Telecomunicaciones y la Informática de evacuar pruebas de informes pro-
movidas por RCTV, y permitirle el acceso al expediente, con motivo de la solicitud que había 
sido presentada el 24 de enero de 2007, la Sala simplemente se limitó a considerar que  

“un pronunciamiento sobre la presunta violación del derecho a la defensa en este caso, impli-
caría examinar la Comunicación Nº 0424 a la luz de los argumentos expresados por la parte 
actora y las normas de rango legal aplicables, lo cual se verificará con ocasión de la sentencia 
definitiva; por tanto, se desecha la denuncia en referencia. Así se declara.” 

Y respecto de la mencionada solicitud de RCTV de 24 de enero de 2007 en la cual había 
solicitado al Ministerio que completara el proceso de transformación y se emitieran los nue-
vos títulos de RCTV, es decir, la concesión de uso y explotación del espectro radioeléctrico y 
la correspondiente habilitación administrativa, y se reconociera su derecho adquirido a la 
extensión de los títulos de RCTV por un período adicional de veinte años, la Sala simplemen-
te se limitó a decidir que lo pretendido por RCTV:  
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“comportaría realizar un estudio de la normativa legal aplicable al caso de autos, referida por 
la empresa en su solicitud, a los fines de determinar si, efectivamente, era necesario el inicio 
de un procedimiento administrativo para tramitar la solicitud formulada el 24 de enero de 
2007, lo cual será decidido en la oportunidad de dictarse sentencia definitiva, por lo que debe 
desestimarse la presunta violación alegada al derecho a la defensa. Así se decide.  

En relación con la denuncia de violación del derecho a la presunción de inocencia, en 
virtud de que tanto las declaraciones manifestadas públicamente por autoridades pertenecien-
tes al Ejecutivo Nacional como los actos administrativos recurridos, constituían una sanción 
por la supuesta comisión de infracciones al Código Penal, la Ley Orgánica de Telecomunica-
ciones, la Ley de Responsabilidad Social en Radio y Televisión y otras disposiciones legales, 
sin que ello se hubiese demostrado en forma alguna, la Sala simplistamente se limitó a seña-
lar que en los actos impugnados no encontró “señalamiento alguno por parte de la Adminis-
tración, donde se evidencie que el contenido de los referidos actos comporte una sanción a la 
empresa recurrente por el incumplimiento de normas legales”, declarando que “no ha queda-
do demostrada la violación alegada por los recurrentes sobre la presunción de inocencia de su 
representada. Así se declara”. 

Sobre la violación del derecho a la igualdad y no discriminación, conforme a la cual los 
recurrentes alegaron que a RCTV se la había tratado “de forma desigual con respecto a ope-
radores que se encuentran en idéntica situación que RCTV, C.A. y a los cuales se les ha dado 
un trato diferente y más beneficioso”, la Sala se limitó simplemente a señalar que de las 
pruebas cursantes en el expediente, no se desprendía lo afirmado, y que los recurrentes no 
habían demostrado “la condición de igualdad de circunstancias y de discriminación que dice 
tener frente al resto de los operadores; por lo que se desestima el alegato relativo a la presunta 
violación del derecho a la igualdad y no discriminación. Así se declara.” 

Sobre la violación alegada de la garantía de irretroactividad de la ley, al desconocerse el 
derecho de preferencia de RCTV para la extensión por 20 años de su concesión de televisión 
abierta en VHF, dado que la Ley debía aplicarse respetando y reconociendo los derechos 
adquiridos por los operadores bajo el régimen anterior, la Sala se limitó también simplemente 
a señalar que para determinar dicha violación del principio de irretroactividad, debía necesa-
riamente examinarse el contenido del Decreto Nº 1.577 a la luz de la vigente Ley Orgánica de 
Telecomunicaciones y otras disposiciones de rango inferior al mencionado texto legal”, lo 
que “no corresponde ser examinada en esta etapa del proceso. Así se declara.” 

Sobre la violación alegada del derecho de propiedad y no confiscación, en virtud de que 
con la negativa de transformar los títulos otorgados al amparo de la legislación anterior a la 
Ley Orgánica de Telecomunicaciones, así como la negativa de extender o renovar la conce-
sión bajo el argumento de que el Estado se iba a reservar la explotación y uso de la frecuencia 
utilizada por RCTV, se desconocían los derechos de RCTV para continuar operando esa 
frecuencia, así como los beneficios económicos que dicha actividad le reporta, la Sala se 
limitó, igualmente en forma simplista, a advertir que el espectro radioeléctrico es un recurso 
limitado de telecomunicaciones y un bien de dominio público inalienable e imprescriptible, 
cuyo titular es la República  

“la cual ejerce sobre dicho bien los atributos propios de esa titularidad; es decir, su uso, goce 
y administración, de conformidad con la Ley; por lo que esta Sala estima infundada la de-
nuncia de violación del derecho de propiedad. Así se declara.”  

Y sobre la afectación del derecho de propiedad sobre los bienes utilizados para la explo-
tación de la concesión distintos del espectro radioeléctrico, la Sala también en forma insóli-
tamente simplista, se limitó a observar:  
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“que el vencimiento de la concesión como mecanismo de extinción natural de la misma con 
un plazo de duración conocido de antemano por el concesionario, en modo alguno puede en-
tenderse como un supuesto de lesión del derecho de propiedad sobre dichos bienes, por lo 
que se rechaza tal argumento. Así se declara.  

La Sala, por otra parte, observó que en este caso “a pesar de estar en presencia del posi-
ble vencimiento de una concesión, hasta el presente no se ha invocado la figura usual de la 
reversión de los bienes afectos a la concesión en beneficio del concedente.” Es decir, la Sala 
aprovechaba una decisión judicial para enviarle un “mensaje” al Ejecutivo sobre algo que 
hasta ese momento “no se había invocado”, particularmente porque no procedía. En cuanto al 
alegato de la empresa recurrente de que la pérdida de ciertos beneficios económicos (lucro 
cesante y recuperación de la inversión) que la iban a afectar si se ejecutaban los actos impug-
nados, la Sala se limitó simplemente a señalar que  

“la determinación de tal pérdida comporta necesariamente el análisis de la existencia o no de 
un derecho de preferencia a favor de la empresa recurrente para obtener la extensión o reno-
vación de la concesión a partir del 28 de mayo de 2007, día siguiente a aquel en que vence la 
concesión otorgada; razón por la cual no puede la Sala en esta etapa cautelar emitir pronun-
ciamiento alguno con fundamento en un pretendido derecho que constituye parte de lo que 
debe dilucidarse en la decisión definitiva, debiéndose desestimar el alegato formulado sobre 
este punto. Así se declara.” 

En cuanto a la violación alegada al derecho a la libertad, en virtud de que la ejecución 
de las decisiones impugnadas impedirían que RCTV pudiese ejercer la actividad que venía 
desarrollando, sin que se hubiese configurado el incumplimiento de la ley ni verificado un 
supuesto normativo que justificase dichas decisiones, la Sala, luego de analizar el carácter de 
dominio público del espacio radioeléctrico, se limitó a señalar también en forma insólitamen-
te simple, que los argumentos sobre la disponibilidad de la frecuencia usada por la empresa:  

“están sujetos a las pruebas que se promuevan y evacúen en el transcurso del proceso de nu-
lidad, razón por la cual su alegato no debe ser considerado en esta etapa procesal a efectos de 
evidenciar la supuesta violación del derecho a la libertad económica. Así se declara.”  

Sobre el alegato de que la autoridad administrativa tenía la obligación de respetar el ob-
jeto, cobertura y lapso de vigencia de la concesión otorgada bajo la normativa legal anterior a 
la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, y que por tanto debía haber transformado los títulos 
de RCTV, la Sala, también con una simpleza pasmosa, se limitó a indicar: 

“que de las pruebas cursantes en autos no se deduce que la circunstancia de la no transforma-
ción de los mencionados títulos, haya impedido que la sociedad mercantil actora continúe 
operando la frecuencia radioeléctrica hasta la fecha del vencimiento de la concesión, lo cual 
fue expresamente reconocido por la Resolución Nº 002 recurrida. Así se declara.”  

Y en cuanto a la denuncia relativa a que la Administración tendría que respetar el dere-
cho de RCTV a la extensión por veinte (20) años de la concesión, con base en el artículo 3 
del Decreto Nº 1.577, la Sala se limitó a indicar también simplemente: 

“que tal argumento requiere necesariamente un pronunciamiento sobre las normas legales 
aplicables al caso de autos, lo que –tal como antes se ha señalado– le está vedado al juez de 
la causa en esta etapa cautelar, limitada a la protección de los derechos constitucionales.” 

Como consecuencia de todo lo anterior, la Sala Político Administrativa concluyó que en 
el caso sometido a su consideración no se verificó la presunción de buen derecho exigida a 
los fines de acordar la protección cautelar, con lo que, sin verificar el cumplimiento del peri-
culum in mora ni el fumus boni iuris, pura y simplemente declaró improcedente la acción de 
amparo constitucional interpuesta en forma conjunta con el recurso contencioso administrati-
vo de nulidad de los actos impugnados. 
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La orden ejecutiva había sido dada, y la simpleza de los argumentos lo que confirman es 
la sumisión del órgano judicial a los dictados del Poder Ejecutivo. 

IV. DE CÓMO EL JUEZ CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN LUGAR DE PRO-
TEGER LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS, PRETENDIÓ SUSTITUIRSE EN 
LA ADMINISTRACIÓN Y PRETENDIÓ CUBRIRLE DE OFICIO SUS CARENCIAS 
ARGUMENTALES 

Pero después de haber declarado sin lugar la protección cautelar de amparo a los dere-
chos constitucionales que se había formulado conjuntamente con la acción de nulidad contra 
los actos administrativos impugnados dictados por CONATEL, la Sala Político Administrati-
va pasó a formular, de oficio, unas consideraciones teóricas sobre el régimen de concesiones 
en materia de telecomunicaciones, pretendiendo así suplir lo que quizás percibía como even-
tuales carencias argumentales de las autoridades administrativas. El juez contencioso admi-
nistrativo, así, se pretendió convertir en Administración, incurriendo en una ilegitimidad 
judicial. 

En efecto, en la antes referida sentencia de 23-05-2007, la Sala Política Administrativa 
emitió un “obiter dictum”, que significa, “algo dicho al pasar” o incidentalmente, es decir , 
un ”dicho sea de paso”, en el cual indicó que “la concesión es una forma contractual emplea-
da por la Administración para la gestión de los servicios públicos, la cual comporta una dele-
gación que efectúa el Estado a otra persona a su propio riesgo, para el funcionamiento de 
dichos servicios por un tiempo expresamente acordado”, respecto de la cual “resaltan los 
elementos de temporalidad, exacta delimitación y beneficio económico para el concesionario 
por el uso y explotación del bien público que con motivo de la concesión se le haya asigna-
do” agregando que “una vez expirado el término de vigencia se produce de pleno derecho la 
extinción de la relación y, usualmente, la reversión de los bienes afectos a la concesión”. 

Concluyó la Sala indicando que: 

“el derecho a la libertad de pensamiento y expresión de RCTV, C.A. empleando la frecuen-
cia radioeléctrica que le fue asignada, tiene como límite la duración de la concesión, por lo 
que en modo alguno, existe en su caso la violación del referido derecho constitucional. 
RCTV, C.A. puede seguir expresando sus ideas, opiniones o informaciones y demás conteni-
dos a través de muchos otros medios de difusión que se encuentran al alcance de los particu-
lares, conforme al ordenamiento jurídico venezolano.” 

Con este “dicho sea de paso” del juez contencioso administrativo, el Tribunal Supremo 
tomó dos iniciativas de oficio, sobre temas que no habían sido ni eran objeto del debate en el 
juicio, y adelantó opinión sobre el fondo del juicio. De nuevo, el juez contencioso administra-
tivo pretendió guiar a la Administración y suplirle sus supuestas carencias. 

1.  El tema del servicio público y las telecomunicaciones  

En efecto, en primer lugar, la Sala en su “dicho sea de paso”, calificó la concesión de 
uso del espacio radioeléctrico para transmitir televisión como una “concesión de servicio 
público”, lo cual no es jurídicamente correcto. 

Es cierto que históricamente, las actividades de telecomunicaciones habían sido consi-
deradas en muchos países y en épocas distintas como actividades de servicio público, las 
cuales incluso durante muchas décadas fueron reguladas como actividades reservadas al 
Estado, y que los particulares en algunos casos podían prestar mediante el régimen de conce-
sión de servicio público otorgada por el Estado. 
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Todo ello, sin embargo, cambió en el mundo contemporáneo, donde ahora prevalece el 
criterio de que el hecho de que una actividad sea declarada como servicio público no siempre 
implica una reserva de la misma a favor del Estado, existiendo por tanto, por una parte, servi-
cios públicos reservados al Estado y servicios públicos no reservados al mismo, pudiendo ser 
los primeros prestados por los particulares en régimen de concesión, y los últimos prestados 
en régimen de concurrencia y en relación con los cuales los particulares tienen derecho y 
libertad económica de realizarlas.  

Por otra parte, la reserva al Estado de las actividades de telecomunicaciones, por su 
complejidad y desarrollo creciente, también fue eliminada, y las mismas ahora se consideran 
como actividades las cuales los particulares tienen derecho y libertad económica de realizar, 
sometidos a restricciones y limitaciones propias de su consideración como actividades de 
interés general. Este es el régimen que se establece precisamente en la Ley Orgánica de Tele-
comunicaciones, conforme a la cual las actividades de telecomunicaciones no son actividades 
que estén reservadas al Estado, por lo que incluso si se las llegara a calificar como “servicios 
públicos”, serían de los servicios públicos concurrentes en relación con los cuales los particu-
lares tienen derecho y libertad económica para su realizarlas, sujetos a las limitaciones y 
restricciones establecidas en la Ley Orgánica de Telecomunicaciones de 2000, particularmen-
te en cuanto a la obtención de una autorización o habilitación por parte del Estado, a través de 
CONATEL. 

En relación con estas actividades, por tanto “la concesión de servicio público” no existe, 
pues las mismas no están reservadas al Estado, y se prestan mediante autorización o habilita-
ción; y sólo en los casos en los cuales sea necesario utilizar bienes del dominio público (co-
mo el espacio radioeléctrico) para realizarlas, lo que se requiere es una “concesión de uso del 
espacio radioeléctrico”, es decir, una concesión respecto de un bien del dominio público, tal 
como se regula en la Ley Orgánica de Telecomunicaciones. Por tanto, es un error jurídico del 
juez contencioso administrativo pretender considerar la concesión que tenía RCTV como una 
“concesión de servicio público”. El juez contencioso administrativo pretendió ilegítimamente 
sustituir a la Administración, y se equivocó jurídicamente. 

2.  El tema de la reversión en las concesiones 

Pero el error jurídico del juez contencioso administrativo en su actuación de oficio no 
sólo se quedó en haber calificado erradamente la concesión para transmisiones de televisión, 
conforme al régimen liberal de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones de 2000 como una 
“concesión de servicios públicos”, sino en haberse referido, en este caso, ilegítima y errada-
mente a la institución de la reversión en las concesiones.  

En efecto, es su “dicho sea de paso”, de oficio y sin que el tema se hubiese siquiera 
mencionado en las actas procesales, la Sala Político Administrativa, al referirse a que una vez 
expirado el término de vigencia de una concesión de servicio público “se produce de pleno 
derecho la extinción de la relación”, agregó que también se producía “usualmente, la rever-
sión de los bienes afectos a la concesión.” 

Con ello, el juez contencioso administrativo pretendió también sustituirse a la Adminis-
tración, pretendiendo suministrarle argumentos que supuestamente consideró que la Adminis-
tración no había esgrimido en el caso en sede administrativa, con lo cual incurrió en una 
nueva ilegitimidad y en otro error jurídico, pues contrariamente a lo que indica, al extin-
guirse las concesiones de telecomunicaciones o de cualquier otra actividad, la reversión no 
opera “usualmente” sino sólo cuando la ley o el propio título de la concesión lo indica 
expresamente. 



ESTUDIOS 

 

19 

Es cierto que uno de los principios más clásicos del derecho administrativo en relación 
con concesiones de servicios públicos, de construcción y uso de obras públicas incluso en 
bienes del dominio público, había siempre sido el de la necesaria reversión del servicio o de 
la obra construida a la Administración concedente una vez extinguida la concesión. Se trató 
de un principio que buscaba asegurar la continuidad en la prestación del servicio público o 
del uso de una obra pública, independientemente de la participación del concesionario, una 
vez extinguida la concesión. 

Sin embargo, al tratarse de un medio de extinción de la propiedad privada del concesio-
nario sobre los bienes afectos al servicio o de las obras construidas, la garantía constitucional 
de la propiedad y de la reserva legal, progresivamente impusieron el principio de que la re-
versión debía estar establecida en texto legal expreso. Incluso, en ese sentido, fue que la 
Constitución de 1961 estableció el principio de la reversión en materia de concesiones de 
hidrocarburos, en relación con las tierras (inmuebles) afectados a las mismas. 

En ausencia de texto legal expreso, por tanto, la reversión sólo podría proceder si en el 
contrato de concesión se la dispone y regula. La reversión, en efecto, perdió su antiguo carác-
ter de “elemento esencial” de toda concesión y pasó a ser un elemento de la relación que 
opera únicamente en caso de pacto expreso.  

Esta, por lo demás, es la orientación que se siguió en la Ley Orgánica sobre Promoción 
de la Inversión Privada bajo el régimen de Concesiones (G.O. Nº 5394 Extra. de 25-10-
1999), al disponer en el artículo 48 relativo a la “reversión de obras y servicios” que es el 
respectivo contrato el que debe establecer, entre otros elementos, “los bienes que por estar 
afectos a la obra o al servicio de que se trate revertirán al ente concedente, a menos que no 
hubieren podido ser totalmente amortizadas durante el mencionado plazo”. A tal efecto, la 
norma también dispone que durante un período prudencial anterior a la terminación del con-
trato, el ente concedente debe adoptar las disposiciones encaminadas a que la entrega de los 
bienes a ser revertidos se verifique en las condiciones convenidas en el contrato.  

Igualmente, dicha norma dispone que el contrato debe expresar “las obras, instalaciones 
o bienes que hubiere de realizar el concesionario no sujetas a reversión, las cuales, de consi-
derarse de utilidad o interés público, podrán ser objeto de reversión previo pago de su precio 
al concesionario.” 

En consecuencia, si no hay una disposición legal que establezca la reversión de bienes 
en concesiones de servicios públicos, de obras públicas o de uso del dominio público, o si no 
está dicha reversión prevista en el contrato de concesión, al terminar la concesión el conce-
sionario no está obligado a revertir a la Administración ningún bien que se haya construido o 
que haya estado afecto a la concesión, ni puede la Administración pretender apropiarse o 
tomar posesión de los mismos. Solo podría hacerlo mediante expropiación, conforme a la 
Constitución y la Ley. De lo contrario se trataría de una confiscación prohibida en la Consti-
tución. 

En el caso de la concesión de uso del dominio público radioeléctrico de RCTV, nada se 
había dispuesto, por lo que sugerir como lo hizo el juez contencioso administrativo que 
“usualmente” ocurría la reversión en las concesiones resolviendo un caso concreto de la 
concesión que tenía RCTV, se constituyó en una incitación a la confiscación de bienes, que la 
Administración se había cuidado de ni siquiera plantear, pero que luego ejecutaría la Sala 
Constitucional, precisamente porque nadie puede controlar sus decisiones. 
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3.  De cómo el juez contencioso administrativo, impunemente, al declarar sin lugar 
una medida cautelar, resolvió el fondo del asunto planteado 

Por último, la Sala Político Administrativa, en su “obiter dictum” adelantó abierta e im-
punemente opinión sobre el fondo de la cuestión en cuanto a la nulidad alegada por violación 
del derecho a la libertad de pensamiento y expresión de RCTV, al indicar respecto de RCTV 
que “en modo alguno existe en su caso la violación del referido derecho constitucional”. 

En efecto, en su “dicho sea de paso”, de oficio, el juez contencioso administrativo agre-
gó lo siguiente: 

“Así, destaca la Sala que el derecho a la libertad de pensamiento y expresión de RCTV, C.A. 
empleando la frecuencia radioeléctrica que le fue asignada, tiene como límite la duración de 
la concesión, por lo que en modo alguno, existe en su caso la violación del referido derecho 
constitucional. RCTV, C.A. puede seguir expresando sus ideas, opiniones o informaciones y 
demás contenidos a través de muchos otros medios de difusión que se encuentran al alcance 
de los particulares, conforme al ordenamiento jurídico venezolano.” 

El juicio que cursa ante la Sala Político Administrativa y donde se dictó la sentencia so-
bre la negativa de las medidas cautelares solicitadas, tiene precisamente por objeto determi-
nar el derecho que RCTV tenía a continuar operando el canal de televisión y así, ejercer su 
derecho a la libre expresión del pensamiento, para lo cual se impugnaron los actos adminis-
trativos mediante los cuales decidió, por una parte, no continuar el procedimiento de trans-
formación de la concesión de RCTV para seguir operando, y por la otra, no renovarle la 
concesión a que tenía derecho. Es decir, el juicio trata, precisamente, del derecho de RCTV a 
seguir operando después del 28 de mayo de 2007, cuando vencía su concesión, mediante su 
adaptación y/o renovación.  

Sobre esto, el juez contencioso administrativo, en su sentencia, de oficio y sin debate 
judicial, incidentalmente, “diciendo algo de paso”, simplemente dijo que la concesión de 
RCTV vencía al término que tenía de la concesión, es decir, tenía “como límite la duración 
de la concesión” que era hasta el 27 de mayo de 2007; y decidió de una vez por todas, que 
“en modo alguno, existe en su caso la violación del referido derecho constitucional; y que 
RCTV” supuestamente, sin concesión, podría “seguir expresando sus ideas, opiniones o 
informaciones y demás contenidos a través de muchos otros medios de difusión que se en-
cuentran al alcance de los particulares, conforme al ordenamiento jurídico venezolano”. 

Con esta decisión emitida de paso y de oficio, la Sala Político Administrativa insólita-
mente y contra todos los principios del debido proceso, ya ponía fin al juicio, sin declararlo 
expresamente. 

Con esta decisión judicial, por otra parte, el juez contencioso administrativo convertido 
en coadyuvante de la Administración, le lavaba el camino que requería el Ejecutivo para no 
renovar la concesión a que tenía derecho RCTV, y sentaba criterios que hasta ese momento no 
se habían planteado, como los relativos a la reversión de bienes en este tipo de concesiones.  

V.  DE CÓMO EL JUEZ CONSTITUCIONAL EN SUPUESTA PROTECCIÓN DE IN-
TERESES DIFUSOS EN CONFLICTO, RESOLVIÓ INCLUSO DE OFICIO, CON-
FISCAR LOS BIENES DE RCTV Y ASIGNARLOS EN USO GRATUITAMENTE, 
SINE DIE, A UNA ENTIDAD DEL ESTADO 

Aparte de las acciones ejercidas por RCTV, sus directivos, periodistas y empleados, en 
mayo de 2007 se ejercieron una serie de acciones por grupos de usuarios de las telecomuni-
caciones, contra el Presidente de la República y el Ministro de las Telecomunicaciones, la 
mayoría tendientes a que se asegurara la continuidad de las transmisiones de la señal en el 
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canal que tenía asignado RCTV, y que fuera esta empresa la que continuara transmitiendo la 
señal; y una que buscaba asegurar que fuera la nueva entidad estatal creada al efecto, Funda-
ción TEVES, que iba a trasmitir la nueva señal, la que lo hiciera con cobertura nacional. 

1. La acción intentada para asegurar que la nueva entidad estatal pudiera comenzar 
a transmitir la señal del Canal 2 después del 27 de mayo de 2007, con cobertura 
nacional  

El 22 de mayo de 2007, en efecto, varios Comités de Usuarios de las telecomunicacio-
nes actuando en representación de sus intereses colectivos y de los derechos e intereses difu-
sos del pueblo venezolano, intentaron por ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, 
una acción de amparo constitucional “para la protección del derecho fundamental a la con-
fianza legítima, del derecho fundamental a la no discriminación, y del derecho fundamental a 
obtener una televisión de servicio público de calidad” conjuntamente con medida cautelar 
innominada, contra el Ministerio del Poder Popular para las Telecomunicaciones y la Infor-
mática, el Ministerio del Poder Popular para la Comunicación y la Información y, la Funda-
ción Televisora Venezolana Social (TEVES). 

El argumento básico de los demandantes en esta acción de amparo fue que según los 
anuncios del Ministro de Telecomunicaciones, la nueva televisora en el inicio de sus opera-
ciones sólo iba a ser vista en el centro occidente del país, lo que consideraron que era “evi-
dencia manifiesta de que el Ejecutivo Nacional no ha tomado todas las medidas necesarias… 
para garantizar a todos los ciudadanos el disfrute, a nivel nacional, de las transmisiones de la 
nueva estación de televisión de servicio público, a partir del día 28 de mayo de 2007”. Ello, 
consideraron los recurrentes, era una violación de los derechos constitucionales a la confianza 
legítima, a la no discriminación y a obtener una televisión de servicio público de calidad, 
supuestamente garantizados por los artículos 22, 19, 108 y 117 de la Constitución, señalando 
que “Nuestra expectativa es (…) a disfrutar, insistimos por ser un derecho, de un servicio de 
televisión de servicio público (sic) de calidad, como al efecto fue ofrecido por el Ejecutivo 
Nacional al pueblo venezolano (…)”. Alegaron, además, que el anuncio de que la transmisión 
a nivel nacional de la señal del nuevo canal, se realizaría mediante el sistema de televisión 
por cable suponía una “clara discriminación de cara al acceso universal a dicho servicio”. 

En su demanda de amparo, los accionantes solicitaron como medidas cautelares inno-
minadas que se permitiera  

“de manera temporal a la Fundación Televisora Venezolana Social (TEVES), el acceso, uso 
y operación de la plataforma, conformada por transmisores, antenas y torres repetidoras ubi-
cadas en distintos sitios del territorio nacional, que viene siendo utilizada por la sociedad 
mercantil Radio Caracas Televisión RCTV, C.A., para el uso y explotación de la porción del 
espectro radioeléctrico bajo la concesión que vence el próximo 27 de mayo de 2007, inde-
pendientemente de sus propietarios o poseedores” y que ”se le ordene a (…) RCTV (…), 
permitir a la Fundación Televisora Venezolana Social (TEVES), el acceso, uso y operación 
de la plataforma de transmisión y repetición para facilitar (…), que las transmisiones de la 
nueva televisión (…) sean en todo el país, en virtud que dichos equipos e infraestructura, le-
gal y técnicamente, sólo pueden ser utilizados bajo la frecuencia del canal 2 (…)”. 

Sin embargo, era evidente que para asegurar la continuidad de la transmisión de la señal 
de televisión en este caso, no era necesario que se le asignara al Estado el uso de los bienes 
de propiedad de RCTV; al contrario, como lo advirtió el Magistrado Pedro Rafael Rondón 
Haaz en el voto disiente que formuló respecto de la decisión de la Sala, el asegurar la conti-
nuidad de las transmisiones:  
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“se habría garantizado con mucho mayor eficacia si, como medida cautelar, se hubiese per-
mitido a la actual operadora del espectro radioeléctrico la continuación provisional de sus ac-
tividades hasta cuando se produjese la decisión de esta causa –o de cualquiera de las otras en 
donde tal medida fue expresamente solicitada– porque resulta evidente que resultaría mucho 
más sencillo que RCTV simplemente continuase en la ejecución de sus actividades ordinarias 
que la ocupación de su propiedad por parte de un tercero que debe empezar de cero. Así, si el 
derecho difuso cuya protección se pretende es la del disfrute de la señal abierta que actual-
mente transmite RCTV “a nivel nacional, bajo condiciones de calidad, en los mismos térmi-
nos [en] que se venía prestando”, la medida congruente, la que habría satisfecho el carácter 
instrumental inmanente a toda cautela, habría sido la que se expuso supra y no la que se 
acordó.” 

Y es que en efecto, la Sala Constitucional mediante sentencia Nº 956 EXP: 07-0720 de 
25 de mayo de 2007, al declarar admisible la acción intentada contra el Ministerio del Poder 
Popular para las Telecomunicaciones y la Informática y la Fundación Televisora Venezolana 
Social (TEVES), resolvió la medida cautelar solicitada acordando, ni más ni menos, la con-
fiscación de los bienes de propiedad privada de RCTV, empresa que no es parte en el juicio, 
y a la cual en violación a sus derechos al debido proceso y a la defensa no sólo no se la citó 
no oyó, sino que ni siquiera se le permite por si misma hacerse parte en el juicio. 

El juez constitucional fue increíblemente cuidadoso en disponer el procedimiento a se-
guir, dándole a los demandantes cinco días de despacho para promover pruebas (artículo 862 
CPC), ordenando que se emplazara al Director de CONATEL y al Presidente del Instituto 
para la Defensa y Protección al Consumidor y el Usuario (INDECU), en virtud de que “en el 
presente caso, existe un grupo de legitimados pasivos, y dado los efectos erga omnes que 
podría producir el fallo si fuese declarado con lugar”. La Sala ordenó igualmente que se 
publicara “un edicto en uno de los diarios de mayor circulación nacional, llamando a los 
interesados que quieran hacerse partes coadyuvantes u oponentes, o en defensa de sus propios 
derechos o intereses,” pero con la expresa advertencia de que “los intervinientes solamente 
podrán en igual término, alegar razones que apoyen las posiciones de aquellas con quienes 
coadyuvarán”; y de que “los coadyuvantes con las partes, tratándose de una acción de inter-
eses difusos, sólo podrán promover pruebas con relación a los alegatos de las partes con 
quienes coadyuven.”  

Es decir, antes de resolver confiscarle los bienes a RCTV, la Sala había resuelto que esa 
empresa no podía alegar, probar o defenderse por si misma sino apoyando las posiciones de 
los demandantes o de los demandados. 

Todo ello lo advirtió el Magistrado Pedro Rafael Rondón Haaz quien en el voto disiente 
que formuló respecto de la decisión antes indicada, advirtió que la sentencia nada decía  

“acerca de la ausencia, dentro de los demandados, de RCTV, a quien se pretende se ordene 
que permita a TEVES el uso de sus equipos e instalaciones, sin que siquiera se la traiga a jui-
cio para la legítima defensa de sus derechos, entre otros, en forma ostensible, el de propie-
dad. Así, puesto que de ella se pretende una conducta determinada o que a ella sea condena-
da, ha debido ser llamada a juicio como legitimada pasiva.” 

Concluyendo su voto disidente expresando que  

“En consecuencia, la medida cautelar que fue solicitada ha debido ser negada por la Sala 
porque no era la adecuada para garantizar el fin para el cual fue dictada y porque implica la 
desposesión de todos los bienes indispensables para el ejercicio de la actividad económica de 
su preferencia de un tercero ajeno a la litis, sin límite, sin procedimiento y sin contra-
prestación alguna y sin siquiera llamarlo a juicio”. 
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2. La confiscación de los bienes de RCTV por la confusión conceptual del juez cons-
titucional de lo que es el “servicio universal de telecomunicaciones”  

Pero fijados los términos adjetivos del caso, la Sala Constitucional pasó a resolver la 
medida cautelar, advirtiendo que el artículo 27 de la Constitución “le consagra al juez consti-
tucional la potestad de restablecer inmediatamente la situación jurídica infringida o la situa-
ción que más se asemeje a ella”; observando además que en ciertas ocasiones, el objeto de la 
tutela constitucional requiere de una protección expedita, para lo cual precisamente se erigen 
las medidas cautelares dentro de los procedimientos judiciales.  

Advirtió también la Sala, que el juez constitucional posee amplios poderes inquisitivos 
en aras de mantener el orden público constitucional, poderes que “no se restringen a la califi-
cación de una determinada pretensión, sino a la posibilidad de acordar las medidas conducen-
tes para garantizar los derechos constitucionales violados o amenazados de violación … aun 
de oficio”, y no sólo “fundadas en el derecho, en atención a lo alegado y probado en autos, 
sino también en criterios de justicia y razonabilidad que aseguren la tutela efectiva de quien 
haya demostrado su legítima pretensión en el asunto a resolver”.  

Pasó así la Sala a efectuar la ponderación de intereses necesaria para acordar y justificar 
una tutela cautelar, para “equilibrar muy bien los intereses generales involucrados en la situa-
ción específica respecto de los intereses particulares, a fin de no afectar la globalidad de los 
intereses públicos supremos tutelados”. Ello llevó a la Sala, en este caso, a realizar dicha 
ponderación de intereses conforme a las características particulares de una actividad como las 
telecomunicaciones, “sometida a un régimen estatutario de derecho público –Ley Orgánica 
de Telecomunicaciones–, regido por los principios constitucionales establecidos en los artícu-
los 108 y 117 de la Constitución”.  

Ahora bien, el primero de dichos artículos establece la obligación del Estado de garanti-
zar “servicios públicos de radio, televisión y redes de bibliotecas y de informática, con el fin 
de permitir el acceso universal a la información”. Según la Sala, en desarrollo de los mencio-
nados postulados constitucionales la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, tiene precisamen-
te por “objeto establecer el marco legal de regulación general de las telecomunicaciones, a fin 
de garantizar el derecho humano de las personas a la comunicación y a la realización de las 
actividades económicas de telecomunicaciones necesarias para lograrlo, sin más limitaciones 
que las derivadas de la Constitución y las leyes” (art. 1), destacando entre los objetivos de 
la Ley Orgánica el “hacer posible el uso efectivo, eficiente y pacífico de los recursos limi-
tados de telecomunicaciones tales como la numeración y el espectro radioeléctrico, así 
como la adecuada protección de este último” (art. 2,7); e “incorporar y garantizar el cum-
plimiento de las obligaciones de Servicio Universal, calidad y metas de cobertura mínima 
uniforme, y aquellas obligaciones relativas a seguridad y defensa, en materia de telecomu-
nicaciones (art. 2,8). 

De estas normas dedujo la Sala que el Estado está supuestamente obligado a “procurar 
la satisfacción eficaz del servicio universal de telecomunicaciones y asegurar a los usuarios y 
consumidores un servicio de calidad, en condiciones idóneas y de respeto de los derechos 
constitucionales de todas las partes involucradas, por ser los medios de comunicación un 
medio de alcance e influencia en diversos aspectos de la sociedad y que pueden incidir tanto 
en la calidad de vida de aquélla, como en derechos concretos”; agregando que dicha obliga-
ción no resulta sólo en “la simple facultad de otorgar una concesión del uso del espacio ra-
dioeléctrico”, sino “en situaciones de necesidad asegurar a un determinado medio de comuni-
cación o a diversos medios, mecanismos jurídicos o fácticos de facilitación estructural que 
permitan su funcionamiento de una manera eficaz y adecuada para la prestación del servicio 
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público”; considerando que puede “el Estado en virtud de ello, hacer uso de aquellos meca-
nismos establecidos en el ordenamiento jurídico para mantener en un momento determinado 
la actividad operacional de tal servicio”.  

Luego pasó la Sala a considerar “lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley Orgánica de 
Telecomunicaciones, el cual consagra una obligación estatal de garantizar la efectiva protec-
ción del servicio universal de telecomunicaciones, en los siguientes términos: 

“El Estado garantiza la prestación del Servicio Universal de Telecomunicaciones. El Servicio 
Universal de Telecomunicaciones es el conjunto definido de servicios de telecomunicaciones 
que los operadores están obligados a prestar a los usuarios para brindarles estándares míni-
mos de penetración, acceso, calidad y asequibilidad económica con independencia de la loca-
lización geográfica.  

El Servicio Universal tiene como finalidad la satisfacción de propósito de integración nacio-
nal, maximización del acceso a la información, desarrollo educativo y de servicio de salud y 
reducción de las desigualdades de acceso a los servicios de telecomunicaciones por la pobla-
ción”. 

De esta norma, que sin duda, se refiere a los servicios de telefonía, la Sala dedujo un 
“deber del Estado de garantizar el servicio universal de telecomunicaciones –vgr. transmisio-
nes en señal abierta en frecuencia VHF–” lo que en el caso pensó que implicaba “el mante-
nimiento de una estructura operacional suficiente o adecuada que permitan una eficaz ‘pene-
tración, acceso y asequibilidad’, en el desarrollo de la actividad.” 

Aquí es necesario detenerse un instante: la Sala Constitucional, incomprensiblemente, o 
deliberadamente, confundió todo en materia de telecomunicaciones, y de una norma que 
está destinada a asegurar el servicio universal de telefonía, dedujo un supuesto “servicio 
universal de televisión”. La norma citada por la Sala, es decir, el artículo 49 de la ley Orgáni-
ca, es copia del artículo 37,1 de la Ley General de Telecomunicaciones española, la cual a su 
vez, es copia de las Directrices de la Unión Europea en la materia, y sólo se refiere a los 
servicios de telefonía. La norma persigue que en las habilitaciones para servicios de telefonía, 
siempre se asegure el servicio telefónico básico (universal), es decir, la transmisión de voz, 
fax y datos de baja velocidad con calidad de voz, que es el que tiene que ser asequible a to-
dos, con independencia de su lugar de residencia y poder adquisitivo, y que tiene que conte-
ner unas prestaciones y una calidad prefijadas. 

Al aplicar una norma que regula los servicios de telefonía a la televisión (recuérdese in-
cluso que en España la televisión no está regulada en la Ley General), la Sala Constitucional 
llegó a conclusiones falseadas y distorsionadas, entre las cuales está que a la nueva operadora 
del canal de televisión que tenía RCTV debía asegurársele “el actual alcance y calidad de 
señal que mantenía la operadora de dicho servicio en el ejercicio de sus funciones y deberes 
de operador televisivo, conforme a la respectiva concesión.” 

De allí dedujo la Sala arbitrariamente que se podía concebir que:  

“la Administración pueda hacer un uso temporal de los bienes afectos a la prestación del 
mencionado servicio, en aras de mantener a buen resguardo los derechos de los usuarios a la 
prestación de un servicio público en condiciones de calidad, ya que, en virtud del carácter 
obligatorio en la prestación de éste, no puede el Estado permitir el cese funcional en la pres-
tación del mismo (vgr. servicio de salud, agua, electricidad).” 

Entonces la Sala concluyó en los términos de los accionantes, citando declaraciones de 
autoridades ejecutivas, en el sentido de que  
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“la posible transmisión que efectuará la Fundación Televisora Venezolana Social (TEVES), 
como consecuencia de la habilitación expedida por CONATEL de radiodifusión sonora y te-
levisión abierta, con atributo de televisión abierta en VHF –en virtud del conocimiento que 
posee esta Sala por hecho público, notorio y comunicacional–, no contará con la infraestruc-
tura necesaria para la transmisión a nivel nacional, bajo condiciones de calidad, en los mis-
mos términos que se venía prestando’. 

Con base en esta premisa, entonces, dado que en este caso no cabía reversión, ni ello lo 
había acordado el Ejecutivo, para asegurar el propósito fijado por el juez constitucional, y ya 
que no había forma de quitarle sus bienes a RCTV, la Sala procedió a confiscárselos, asig-
nándosele el uso de los mismos, sine die, y de manera gratuita a CONATEL, para lo cual la 
Sala acordó: 

“de manera temporal y a los fines de tutelar la continuidad en la prestación de un servicio 
público universal, el uso de la frecuencia que ha sido asignada para televisión abierta en la 
red de transporte y teledifusión que incluye entre otros, microondas, telepuertos, transmiso-
res, equipos auxiliares de televisión, equipos auxiliares de energía y clima, torres, antenas, 
casetas de transmisión, casetas de planta, cerca perimetral y acometida eléctrica, sin que ello 
implique menoscabo alguno a los derechos de propiedad que puedan corresponderle a Radio 
Caracas Televisión, C.A., sobre dicha infraestructura o equipos, salvo aquellos que legal o 
convencionalmente sean propiedad de la República…” 

Como se dijo, esta medida cautelar constituye una confiscación de los bienes de RCTV, 
pues despoja a dicha empresa sin formula de juicio de su propiedad, sin límite de tiempo. 
Como bien lo observó el Magistrado Pedro Rafael Rondón Haaz en el voto disiente que for-
muló respecto de la decisión antes indicada, la Sala con la medida cautelar acordada 

“asignó” a CONATEL “el derecho de uso” de los equipos propiedad de RCTV –suerte de 
expropiación o, a lo menos, de ocupación previa con prescindencia absoluta del procedimien-
to aplicable– para acordar su uso “al operador que a tal efecto disponga”. 

Ello, según el Magistrado disidente,  

“implica la sustracción de un atributo del derecho de propiedad (el uso) de Radio Caracas 
Televisión RCTV C.A. sobre los bienes que fueron afectados, sin que se exprese ninguna 
fundamentación de naturaleza legal, la cual es la única fuente de limitación a la propiedad 
privada, siempre con los fundamentos que la Constitución Nacional preceptúa. 

Para tal efecto, el juez constitucional, sustituyéndose en la Administración, pasó a enu-
merar todos los lugares del territorio nacional donde se encontraban ubicados los equipos, 
apreciando en sustitución del Legislador, que el “el derecho de uso” de los equipos que ofi-
ciosamente asignó a CONATEL como ente regulador del servicio de telecomunicaciones y 
sin que hubiera ley alguna que regulara esa figura, supuestamente autorizaban a dicha Comi-
sión a “acordar su uso, de manera temporal, al operador que a tal efecto disponga, conforme a 
lo establecido en la Ley Orgánica de Telecomunicaciones”.  

La Sala, finalmente, sustituyéndose una vez más en las autoridades ejecutivas, ordenó al 
Ministerio de la Defensa “custodiar, controlar y vigilar de forma constante el uso de instala-
ciones y equipos tales como microondas, telepuertos, transmisores, equipos auxiliares de 
televisión, equipos auxiliares de energía y clima, torres, antenas, casetas de transmisión, 
casetas de planta, cerca perimetral y acometida eléctrica, ubicados en a nivel nacional y nece-
sarios para el uso de la frecuencia que ha sido asignada para televisión abierta en la red de 
transporte y teledifusión.” 

 

 



REVISTA DE DERECHO PÚBLICO N° 110 / 2007 

 

26 

3. La nueva confiscación de los bienes de RCTV por el juez constitucional, pero esta 
vez de oficio, y por la misma confusión conceptual del juez constitucional de lo 
que es el “servicio universal de telecomunicaciones”, contrariamente a lo que los 
recurrentes habían solicitado 

Además de la acción referida en el numeral anterior, cursaban ante la Sala Constitu-
cional, como se dijo, una serie de acciones intentadas por otros sujetos y Comités de Usua-
rios para la defensa de sus derechos colectivos y de los intereses difusos de la población 
venezolana. 

Una de dichas acciones fue interpuesta el 24 de mayo de 2007 por un grupo de ciudada-
nos actuando “en su propio nombre y de la sociedad venezolana”, así como por el vocero 
principal de un comité de usuarios (OIR). Se trataba de una acción de amparo por intereses 
difusos y colectivos ejercida conjuntamente con medida cautelar innominada, esta vez contra 
el Presidente de la República y Ministro del Poder Popular para las Telecomunicaciones y la 
Informática, por la violación de los derechos constitucionales a la libertad de expresión e 
información, establecidos en los artículos 57 y 58 de la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela. 

En este caso, los demandantes formularon su pretensión contra las constantes amenazas 
de cierre del canal 2, RCTV, emitidas de manera reiterada por los funcionarios demandados 
desde diciembre de 2006 hasta el presente, “cierre que sin duda restringiría los derechos 
constitucionales a la libertad de expresión e información del pueblo venezolano” al verse 
“privados de la posibilidad de disfrutar de un canal de televisión del que todo el pueblo ha 
disfrutado desde hace 53 años en forma ininterrumpida, y que cuenta con la más variada 
programación tendiente a satisfacer las exigencias del pueblo venezolano”; considerando 
además, que el cierre anunciado “tiene su causa, no en supuestos incumplimientos de las 
normas de telecomunicaciones que no harían posible la renovación de la concesión, sino que 
responde a un castigo a dicha planta televisiva por incluir dentro de los mensajes que trans-
mite, mensajes que el gobierno considera adversos” lo que convertía el supuesto en “un claro 
caso de violación a la libertad de expresión”, especialmente de los accionantes y del colectivo 
venezolano. Los accionantes, dada la inminencia de la amenaza de violación de los derechos 
constitucionales que denunciaron por las amenazas constantes y reiteradas de cierre de 
RCTV, las cuales se materializarían el día 27 de mayo de 2007, solicitaron  

“se declare medida cautelar innominada a favor del pueblo venezolano, en virtud de la cual 
se le permita a dicho canal continuar con la trasmisión de su programación mientras dure la 
tramitación del presente procedimiento”. 

En este caso, por tanto, la acción de amparo en representación de intereses difusos, se 
introdujo con el petitorio cautelar que la Sala Constitucional le permitiera a RCTV continuar 
con la trasmisión de su programación mientras durase el juicio. 

En sentencia Nº 957 recaída en este caso (expediente: 07-0731) el 25 de mayo de 2007, 
la Sala Constitucional admitió la acción interpuesta sólo respecto del Ministro del Poder 
Popular para las Telecomunicaciones y la Informática, pues en cuanto al Presidente de la 
República, la Sala la declaró inadmisible, “toda vez que no tiene atribuida competencia legal 
alguna en esta materia”, pues de manera equivocada la Sala nuevamente consideró que sólo 
competía a CONATEL, todo lo concerniente al otorgamiento, uso, revocatoria y demás rela-
ciones que se produjeran entre el Estado y la concesionaria en ejecución del correspondiente 
contrato de concesión, así como cualquier forma de extinción de ésta.  
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Al admitir la acción, y antes de pronunciarse de oficio sobre la confiscación de los bie-
nes de RCTV, la Sala también fijó, deliberadamente, las reglas adjetivas del procedimiento a 
seguirse, de manera de cercenarle a RCTV su derecho al debido proceso y a la defensa. 

En tal sentido, dispuso que se le concedía a los demandantes cinco días de despacho pa-
ra promover las pruebas, con la carga de su preclusión de no hacerlo dentro del referido lap-
so; que como en el caso existía un grupo de legitimados pasivos, y dado los efectos erga 
omnes que podría producir el fallo si fuese declarado con lugar, debía emplazarse al Director 
de CONATEL y al Presidente del Instituto para la Defensa y Protección al Consumidor y el 
Usuario (INDECU) ; y que debía publicarse un edicto en la prensa llamando “a los interesa-
dos que quieran hacerse partes coadyuvantes u oponentes, o en defensa de sus propios dere-
chos o intereses”, pero con la advertencia de que “los intervinientes solamente podrán en 
igual término, alegar razones que apoyen las posiciones de aquellas con quienes coadyuva-
rán”; y que “los coadyuvantes con las partes, tratándose de una acción de intereses difusos, 
sólo podrán promover pruebas con relación a los alegatos de las partes con quienes coad-
yuven”. 

En esta forma, ilegítimamente se aseguraba que RCTV no pudiera comparecer por si 
misma y alegar y probar con independencia de los accionantes, ya que la medida cautelar que 
seguía recaería sobre sus bienes, confiscándolos, para lo cual no se había asegurado su dere-
cho a la defensa. 

En efecto, lo insólito de esta sentencia, es que la medida cautelar que los accionantes 
habían solicitado consistía en que: 

“Vista la inminencia de la violación de los derechos constitucionales denunciados por las 
amenazas constantes y reiteradas de cierre de Radio Caracas, las cuales se materializarían el 
día 27 de mayo de 2007, solicitamos se declare medida cautelar innominada a favor del pue-
blo venezolano, en virtud de la cual se le permita a dicho canal continuar con la trasmi-
sión de su programación mientras dure la tramitación del presente procedimiento…”. 

La Sala, sin embargo, decidió esa petición en el sentido contrario a lo solicitado, y ac-
tuando de oficio, para lo cual copió exactamente las mismas motivaciones que utilizó para 
acordar la medida cautelar de confiscación de los bienes de RCTV y la asignación del uso de 
los mismos, sine die, y gratuitamente a CONATEL en la sentencia Nº 956 de la misma fecha 
25 de mayo de 2007. En tal sentido, la Sala incurrió en los mismos inexcusables errores de 
aplicar a la televisión las normas sobre el servicio universal de telecomunicaciones relativos a 
la telefonía, que antes hemos comentado.  

Además, la Sala, habida cuenta de que la solicitud de medida cautelar lo que buscaba 
era asegurar que se le permitiera a RCTV continuar con la trasmisión de su programa-
ción mientras durase el juicio, puntualizó en este caso, que  

“todos los usuarios tienen derecho a acceder y disfrutar de la prestación de un servicio públi-
co universal de telecomunicaciones, el contenido del mencionado derecho conforme a los ar-
tículos 108 y 117 de la Constitución, comporta en principio, no la continuidad de un deter-
minado operador de radiodifusión sonora y televisión abierta en VHF, sino la posibilidad de 
que los aludidos usuarios puedan efectivamente acceder en condiciones de igualdad y con el 
mantenimiento de un estándar mínimo de calidad al correspondiente servicio, al margen de la 
vigencia o no del permiso o concesión a un operador privado específico.”  

De esta manera, la Sala ignoró la solicitud concreta y específica de que se acordara una 
medida cautelar que asegurara que se le permitiera a RCTV continuar con la trasmisión 
de su programación mientras durase el juicio, respecto de la cual no emitió pronunciamiento 
alguno, y pasó a decidir de oficio en virtud de que el Ministro de Telecomunicaciones y la 
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Informática y Director de CONATEL, no podía garantizar que la posible transmisión que 
efectuará la Fundación TEVES, como consecuencia de la habilitación expedida para radiodi-
fusión sonora y televisión abierta, con atributo de televisión abierta en VHF, en los mismos 
términos que se venía prestando por RCTV, lo que en este caso, ni se había dicho ni se había 
alegado; acordando: 

“de manera temporal y a los fines de tutelar la continuidad en la prestación de un servicio 
público universal, el uso de la frecuencia que ha sido asignada para televisión abierta en la 
red de transporte y teledifusión que incluye entre otros, microondas, telepuertos, transmiso-
res, equipos auxiliares de televisión, equipos auxiliares de energía y clima, torres, antenas, 
casetas de transmisión, casetas de planta, cerca perimetral y acometida eléctrica, sin que ello 
implique menoscabo alguno de los derechos de propiedad que puedan corresponderle a 
Radio Caracas Televisión, C.A., sobre dicha infraestructura o equipos, salvo aquellos que le-
gal o convencionalmente sean propiedad de la República…” 

El Magistrado Pedro Rafael Rondón Haaz formuló un voto disiente de la mayoría sen-
tenciadora en esta decisión, advirtiendo que: 

“Implica la sustracción de un atributo del derecho de propiedad (el uso) de Radio Caracas 
Televisión RCTV C.A. sobre los bienes que fueron afectados, sin que se exprese ninguna 
fundamentación de naturaleza legal, la cual es la única fuente de limitación a la propiedad 
privada, siempre con los fundamentos que la Constitución Nacional preceptúa”. 

Dicho Magistrado luego pasó a considerar que la Sala, en forma contradictoria había:  

“declarado ‘PROCEDENTE la medida cautelar solicitada’ pero, en forma incongruente, 
acordó una medida completamente distinta, opuesta a los intereses de los demandantes”; 
agregando con razón, que “es de la esencia de las medidas cautelares, de todas ellas, no-
minadas o no, el que sean congruentes con la pretensión y, por ende, con la eventual deci-
sión de fondo, ya que su justificación y finalidad es garantizar la eventual eficacia de tal 
acto decisorio”. 

Luego acotó el magistrado disidente, en su voto salvado a la sentencia de la Sala que: 

Desde este ineludible punto de vista, resultaba jurídicamente imposible, por razón de la ins-
trumentalizad de toda cautela en relación con la sentencia de fondo, que, a un tiempo, se de-
clarase la “procedencia” de la medida que se pidió con la demanda y lo que se acordase fuese 
no sólo ajeno, sino contrario a la pretensión principal, por lo que la medida cautelar que se 
pronunció no debió ser acordada”. 

En todo caso, mediante la sentencia, el juez constitucional, sustituyéndose en la Admi-
nistración, como en el caso antes comentado, siguió con la enumeración de los sitios y luga-
res donde se encontraban esas instalaciones; e igualmente sustituyéndose en el Legislador 
estableció que “el derecho de uso” de los equipos necesarios para las operaciones anterior-
mente mencionadas que de oficio asignaba a CONATEL como ente regulador del servicio de 
telecomunicaciones y sin que hubiera ley alguna que regulara esa figura, supuestamente 
autorizaban a dicha Comisión a “acordar su uso, de manera temporal, al operador que a tal 
efecto disponga, conforme a lo establecido en la Ley Orgánica de Telecomunicaciones”.  

La Sala finalmente, también sustituyéndose a las autoridades ejecutivas, ordenó al Mi-
nisterio de la Defensa “custodiar, controlar y vigilar de forma constante el uso de instalacio-
nes y equipos tales como microondas, telepuertos, transmisores, equipos auxiliares de televi-
sión, equipos auxiliares de energía y clima, torres, antenas, casetas de transmisión, casetas de 
planta, cerca perimetral y acometida eléctrica, ubicados en a nivel nacional y necesarios para 
el uso de la frecuencia que ha sido asignada para televisión abierta en la red de transporte y 
teledifusión.” 
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Es decir, en este caso, los recurrentes acudieron ante el juez constitucional en busca de 
una protección a sus derechos y los derechos de los venezolanos, los cuales consideraban 
asegurados temporalmente con que se permitiera a RCTV seguir transmitiendo su programa-
ción mientras durara el juicio, y se encontraron con que el juez constitucional, sin considerar 
en forma alguna su petitorio, de oficio, acordara una medida cautelar que aseguraba todo lo 
contrario, es decir, la cesación de las transmisiones de RCTV, la confiscación de sus bienes, 
la asignación de su uso a CONATEL, para que esta se los permitiera usar a la nueva entidad 
estatal trasmisora TEVES, de manera que pudiera cubrir nacionalmente con su programación.  

VI.  REFLEXIÓN FINAL  

El caso RCTV, como resulta del análisis que hemos hecho anteriormente en forma deta-
llada de las decisiones judiciales emitidas, sin duda muestra el grave quiebre del Estado de 
derecho en Venezuela, así como la lamentable pérdida del rol fundamental del Poder Judicial 
como garante del mismo. Las sentencias del Tribunal Supremo de Justicia y, en particular, las 
de la Sala Constitucional, ponen en evidencia cómo en lugar de proteger los derechos consti-
tucionales a la libertad de expresión plural del pensamiento, al debido proceso y a la propie-
dad privada, han conspirado, como instrumentos controlados por el Poder Ejecutivo, para 
aniquilarlos, secuestrarlos y violarlos, cubriendo con un velo mal cosido de juridicidad, las 
arbitrariedades gubernamentales. 

Lo grave de la actuación, en todo caso, es que el atropello a la Constitución, y entre 
otras violaciones, la confiscación de la propiedad privada, lo que está prohibido por la Cons-
titución, se ha cometido por el Poder Judicial, lo que hace que las violaciones queden for-
malmente impunes, pues el juez constitucional en Venezuela no tiene quien lo controle. 

Tan graves han sido estas violaciones al Estado de Derecho, que con muy pocos días de 
diferencia, las instituciones más importantes del pensamiento jurídico del país se han pronun-
ciado públicamente, protestando por la demolición del Estado de Derecho.  

La Academia de Ciencias Políticas y Sociales, en efecto, el día antes a que se publica-
ran las sentencias de la sala Constitucional, con fecha 24 de mayo de 2007, emitió un “Pro-
nunciamiento sobre la presunta extinción de la concesión de la televisora RCTV”, en el 
cual, entre otros aspectos de importancia, señaló lo siguiente: 

 -  Que se ha irrespetado el principio de imparcialidad que sujeta a la Administración 
Pública (artículo 12 Ley Orgánica de la Administración Pública y 30 Ley Orgánica de 
Procedimientos Administrativos), pues se adelanta una posición tomada, con anteriori-
dad a la oportunidad que corresponde (que sería el momento de evaluar imparcialmente, 
la eventual solicitud de renovación de la concesión, si ese fuera el caso); 

-  Que se ha irrespetado el debido proceso (articulo 49 Const.), pues es evidente que se 
ha decidido anticipadamente imponer una sanción (excluir a la empresa del acceso a la 
concesión), sin abrir el procedimiento debido para tal fin, con lo cual se viola también el 
principio de igualdad (pues en caso de que concurriera a un eventual procedimiento de 
asignación de la concesión, ya se sabe excluida de antemano), y se evidencia el vicio de 
desviación de poder en la decisión, pues se emplea la potestad de atribuir la concesión, 
no para la finalidad que la norma persigue (administración del espectro radioeléctrico), 
sino para castigar (sin procedimiento y sin tener cualidad para ello); 

-  Que se ha irrespetado el  art. 19 de la Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos y el art. 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en cuyo desa-
rrollo fue aprobada por la mencionada Comisión la “Declaración de Principios sobre la 



REVISTA DE DERECHO PÚBLICO N° 110 / 2007 

 

30 

Libertad de Expresión”. Esta Declaración, en su Principio 13, proclama: “… el otorga-
miento de frecuencias de radio y televisión, entre otros, con el objetivo de presionar y 
castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de comuni-
cación en función de sus líneas informativas, atenta contra la libertad de expresión y de-
ben estar expresamente prohibidos por la ley….”; 

-  Que se ha incumplido el trámite formal de transformar los títulos otorgados a RCTV 
con anterioridad a la entrada en vigencia de la nueva Ley Orgánica de Telecomunica-
ciones (publicada en Gaceta Oficial Nº 36.970 de la República Bolivariana de Venezue-
la. Caracas 12 de junio de 2000) y, en consecuencia, se ha incumplido la obligación de 
otorgar a RCTV la concesión y habilitación administrativa ajustadas a los términos de la 
referida Ley;  

La Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad Central de Vene-
zuela, por su parte, en comunicado “A la Opinión Pública Nacional. Ante el quebranta-
miento absoluto del Estado de Derecho” de 30 de mayo de 2007, expresó, entre otros im-
portantes aspectos que: 

Observamos con estupor que mediante una medida cautelar se lesiona el derecho de propie-
dad de una persona ajena al juicio, a quien se le arrebatan judicialmente sus bienes para que 
sean usados por una fundación creada por un ente público… 

De acuerdo con los principios que informan el Estado Democrático y social de Derecho y de 
Justicia, ningún órgano del Poder Judicial puede afectar, de forma como se ha hecho, el dere-
cho de propiedad, pues la ocupación temporal y la ocupación previa, sólo tienen cabida en un 
proceso de expropiación… 

El error que muestra la sentencia queda claramente evidenciado con la sola lectura del artícu-
lo 588 del Código de procedimiento Civil. Por ello la medida cautelar acordada deviene en 
un error inexcusable, y en el marco del principio de la responsabilidad, propio del ejercicio 
de la función pública, incluyendo a la judicial, constituye una clara demostración de abuso de 
poder por parte de la Sala Constitucional… 

Que ningún criterio de “justicia y razonabilidad” pueden justificar la “confiscación tempo-
ral”, sin límite de tiempo, de bienes pertenecientes a personas extrañas al juicio, y no se ne-
cesita mayor preparación para entender que los magistrados que suscriben la sentencia no 
fueron justos ni razonables”. 

El Colegio de Abogados de Caracas, también hizo público un “Comunicado a la Opi-
nión Pública” en fecha 1º de junio de 2007, en el cual expresó lo siguiente:   

La Junta Directiva del Ilustre Colegio de Abogados de Caracas, ante el clamor de la inmensa 
mayoría de nuestros agremiados, por la sistemática violación de las disposiciones constitu-
cionales y legales, concretadas en la masiva violación de los Derechos Humanos, bien por 
acción u omisión de los órganos del Poder Público, que sometidos al Poder Ejecutivo, apli-
can con discriminación la Constitución y las Leyes de la República, haciendo inexistente el 
Estado de Derecho, con lo cual han dejado en total desamparo a la ciudadanía, presa de las 
arbitrariedades ejecutadas por el Poder Ejecutivo, que ahora pretende imponer una hegemo-
nía comunicacional, un solo pensamiento, una sola opinión y una única voz informativa a su 
favor, mediante la aplicación distorsionada de la Ley, la promulgación de leyes represivas y 
la Criminalizaciòn de la Disidencia, en un claro atentado contra la Libertad de Expresión,  
evidenciado en forma más clara mediante EL CIERRE del canal de televisión RCTV, bajo 
pretextos de rango legal, motivado en elementos políticos,  conculcando así el derecho que 
tenemos los ciudadanos del País de elegir libremente los medios televisivos, bajo la premisa 
de la pluralidad informativa que debe imperar en toda Democracia; cohonestada esta arbitra-
riedad, con las insólitas decisiones de las Salas Constitucional y Político Administrativa del 
Tribunal Supremo de Justicia, donde se cometió la gravedad de Confiscar el Espectro Radio-
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Eléctrico de la ciudadanía y los Bienes de R.C.T.V., a través de un fraude Judicial y Consti-
tucional, en beneficio del Ejecutivo Nacional, convirtiendo a Las Leyes y al Poder Judicial 
en el brazo ejecutor de las políticas represivas, que se deciden en las Altas Esferas del Poder 
Ejecutivo, todo lo cual es propio de un RÉGIMEN TOTALITARIO, que vulnera La Digni-
dad Humana, condición imprescindible de cualquier Sociedad Civilizada.  

Ante estas manifestaciones de las instituciones más importantes del pensamiento jurídi-
co del país, es difícil agregar algo más en estas reflexiones finales sobre este atropello, salvo 
referirnos a lo expresado también públicamente por el Consejo Universitario de la Univer-
sidad Central de Venezuela, en Declaración de fecha 30 de mayo de 2007, que está prece-
dida de la frase de Simón Bolívar sobre que: “La Justicia es la reina de las virtudes republi-
canas y con ella se sostiene la igualdad y la libertad”, en la cual entre otros conceptos señaló 
sobre “la decisión del Ejecutivo Nacional de suspender la concesión  de Radio Caracas Tele-
visión (RCTV) a partir del 28 de mayo del presente año”, que:  

 Las instituciones no pueden ser sancionadas en función de la real o supuesta participación de 
alguno de sus integrantes en hechos punibles. Las sanciones recaen sobre los sujetos y no so-
bre las instituciones. La argumentación política como justificación para suspender la conce-
sión violenta lo establecido por el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos   sobre libertad de expresión y, particularmente,  la Declaración de Principios sobre 
la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organi-
zación de Estados Americanos que taxativamente señala: “… el otorgamiento de frecuencias 
de radio y televisión, entre otros, con el objetivo de presionar y castigar o premiar y privile-
giar a los comunicadores sociales y a los medios de comunicación en función de   sus líneas 
informativas, atenta contra la libertad de expresión y deben estar expresamente prohibidos 
por la ley”. 


